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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / SOLICITUD DE LEVANTAMIENTO DE MEDIDA CAUTELAR / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / NO HUBO VULNERACION DE DERECHOS FUNDAMENTALES.

La acción de tutela fue instituida por el Constituyente de 1991, con el fin de otorgar a los asociados un mecanismo idóneo para la protección inmediata de los derechos fundamentales…

Dicha acción de amparo constitucional es de carácter subsidiario o supletorio, por ello, no se puede utilizar para sustituir los trámites legales ordinarios o especiales, o para variar las reglas de la competencia.  A tal conclusión se llega, al tener en cuenta que el objetivo de la acción constitucional es la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales y según el artículo 86 de la Constitución Política el amparo “… sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva”. (…)
Conforme a las pretensiones del accionante, debemos señalar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales es excepcional, tal como lo dijo en la sentencia T-487 del 21 de octubre de 2019…:

“La acción de tutela procede de manera excepcional en contra de providencias judiciales. En estos casos, la Corte Constitucional ha considerado necesario que se acrediten todos los requisitos generales de procedibilidad…”
“… la jurisprudencia constitucional ha precisado que, además de los requisitos generales, la prosperidad de una acción de tutela contra providencia judicial está sujeta a que se acredite, al menos, uno de los siguientes requisitos o causales especiales de procedibilidad…”
Revisadas las pruebas, en especial el registro de la audiencia del 22 de septiembre de 2020, y de las actuaciones que obran dentro de la foliatura, se considera por esta Corporación que no le asiste la razón al impugnante, en cuanto por esta acción de amparo constitucional deba dejarse sin efecto la medida cautelar de embargo del total del remanente…, y ordenarse programar nuevamente la audiencia de solicitud de media cautelar, porque no se evidenció que tal diligencia, al haber sido celebrada sin la presencia del acusado y su defensor, constituya una vía de hecho, si se tiene en cuenta que, tal como lo indica la norma procesal penal, la medida cautelar deprecada es de índole reservado, así está preceptuado en el artículo 155 de la ley 906 de 2004…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Pereira, diez (10) de noviembre dos mil veinte (2020)
Proyecto aprobado por Acta No.800 
Hora: 9:30 a.m.
ASUNTO POR DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Orlando Restrepo Vásquez, por medio de apoderado judicial, en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, en el proceso de tutela que promovió en contra del Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la dignidad humana, igualdad, debido proceso, acceso a la administración  de  justicia,  buena  fe y confianza legítima.
IDENTIDAD DEL ACCIONANTE
Se trata del señor Orlando Restrepo Vásquez, quien se identifica con cédula de ciudadanía 10´096.683, quien es representado por el abogado Edgar Augusto Arana Montoya, identificado con la cédula de ciudadanía 19’386.561 de Bogotá y Tarjeta Profesional 46.252 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, quienes pueden ser notificados en la calle 19 Nro. 9-50 Edificio Diario del Otún oficina 11-03 de esta capital, teléfono 3333138, fax 3205639, celular 3113442184 y correo electrónico abogadosarana@gmail.com.
ENTIDADES ACCIONADA Y VINCULADAS
Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira, cuyo titular es la doctora Patricia del Pilar Díaz Molina, despacho ubicado en la torre A piso 2 del Palacio de Justicia de Pereira con correo electrónico  01pmgper@cendoj.ramajudicial.gov.co
Fiscal 24 Seccional de Pereira, cuyo titular es el doctor Jhon Jairo Ortíz Villalba, despacho ubicado en el basamento de la torre A del Palacio de Justicia de esta capital, con correo electrónico jhonj.ortiz@fiscalia.gov.co
Doctor Javier Mauricio Gutiérrez Romero, quien actúa en el proceso penal como apoderado de la víctima, señor Yesid Romero, con correo electrónico  gutielex@hotmail.com
Doctor Jorge Enrique Álvarez Marín, Procurador Judicial I Penal.

HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA
Informó el apoderado del señor Orlando Restrepo Vásquez que su mandante, en su condición de gerente y representante legal de la Estación de Servicio La Gran Manzana Limitada, fue denunciado penalmente por su socio, el señor Yesid Romero, por el punible de Administración desleal. Dicha investigación quedó radicada con el NUNC 66 001 60 00 036 2017 05497 y se tramita conforme al procedimiento abreviado, reglado en la ley 1826 de 2017, ante el Juzgado Quinto Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de esta ciudad.

Señaló que, el 13 de septiembre de 2020, el doctor Jhon Jairo García Holguín, quien fungía como abogado defensor del señor Orlando Restrepo Vásquez, remitió al juzgado de conocimiento renuncia al poder.  
Indicó que, el 22 de septiembre hogaño, el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira, por solicitud del abogado Javier Mauricio Gutiérrez Romero, quien actúa en calidad de representante de la víctima, señor Yesid Romero, celebró en forma virtual la audiencia preliminar de medida cautelar, sin que el señor Orlando Restrepo Vásquez hubiera sido convocado a esa diligencia; no obstante, si se notificó de la misma al abogado Jhon Jairo García Holguín, quien informó a la funcionaria accionada su renuncia al poder conferido y remitió al correo electrónico institucional la documentación que así lo acreditaba.

Igualmente, contó que de dicha diligencia fue notificada inicialmente para ser realizada a las 09:00 a.m., y el mismo día, siendo las 08:40 a.m., la secretaria del juzgado accionado remitió correo electrónico para notificar que la audiencia se llevaría a cabo a las 09:30 a.m., por cuanto el fiscal del caso no podía asistir a la hora señalada. Lo que consideró una situación que benefició al delegado de la fiscalía y originó un desequilibrio al principio de igualdad, además, se violentaron las prescripciones legales sobre las notificaciones de las diligencias, ya que la orden para comparecer a la audiencia debe ser dispuesta por el juez de garantías y no por la secretaria del juzgado.

Narró además que, de acuerdo con el acta de la diligencia, esta se realizó el 22 de septiembre de 2020, a las 10:03 a.m., sin la presencia del acusado y su defensor, decretándose la medida cautelar solicitada, consistente en el embargo total de remanentes que corresponde al 50% del inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria 290 170780, de propiedad del señor Orlando Restrepo Vásquez, decisión que quedó en firme.

Consideró que, la actuación desarrollada por el juzgado accionado vulneró el derecho fundamental al debido proceso al señor Orlando Restrepo Vásquez, por cuanto no se notificó en debida forma la diligencia al acusado y se omitió su citación, se modificó la hora de la diligencia el mismo día de su realización, sin contar con una providencia del juez; además se favoreció al señor fiscal con las maniobras emprendidas por el despacho.

Adujo que la juez de garantías demandada conocía que el señor Restrepo Vásquez no contaba con defensor, no obstante, sin realizar requerimiento alguno tendiente a subsanarlo, celebró la diligencia sin la intervención del acusado, y favoreciendo los intereses del representante de víctimas.  De tal manera, consideró que no se puede aceptar que las audiencias de medidas cautelares en el proceso penal son reservadas para el acusado y su defensor, conforme a lo dispuesto en los artículos 92 al 101 del C.P.P.
Informó que el 50% de la propiedad objeto de la medida decretada por la juez de garantías accionado, se encuentra embargado y fuera del comercio por el mismo acreedor, es decir el señor Yesid Romero, por lo que no debía existir reserva en la práctica de la audiencia de solicitud de medida cautelar, razón por la que insistió, el acusado debió haber sido notificado de la misma.
PETICIÓN
Con invocación de los derechos fundamentales al debido proceso constitucional, buena fe, igualdad y demás expuestos en la presente acción de tutela o que el despacho considere conculcados, se ordene la suspensión de los efectos de la medida cautelar, decretada por la Juez Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de la ciudad de Pereira, el 22 de septiembre de 2020, de embargo del total del remanente que corresponde al 50% que le pertenece al señor Orlando Restrepo Vásquez, es decir, el 100% del embargo que está en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en el proceso con radicado 66001310300042017
, del bien con matrícula inmobiliaria 290170780 – Estación de Servicio la Gran Manzana Ltda; y se reprograme la diligencia de audiencia de medida cautelar conforme a las reglas fijadas en el Código de Procedimiento Penal, Código Penal, Código General del Proceso y demás normas que le modifiquen, en aras de garantizar el debido proceso y en caso de que así lo considere, compulsar copias por las  conductas  aquí  descritas  y  que  puedan  llegar  a  enmarcarse  en  tipo penales,  disciplinarias  o  demás faltas,  ante  los  entes  de  control  para  que sean estos quienes determinen las responsabilidades que pudiesen existir.
LA PROVIDENCIA IMPUGNADA

Mediante sentencia de primera instancia del 7 de octubre de 2020, el Juzgado Primero  Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, resolvió declarar improcedente la acción de tutela al considerar que no se habían evidenciado irregularidades procesales que configuren una vulneración a los derechos fundamentales invocados por el apoderado judicial del accionante, ya que según se acreditó con los anexos allegados a la actuación, la audiencia preliminar de solicitud de medida cautelar está catalogada con carácter reservado según las previsiones del artículo 155 del CPP, y el decreto de la misma se ajustó a derecho, motivo por el cual fue ordenada por la juez de garantías, sin que se trate de un acto arbitrario o caprichoso de ésta. 
Concluyó que la presente acción se torna improcedente al existir otros instrumentos judiciales a utilizar ante la jurisdicción penal, escenario que no puede ser suplantado por la acción constitucional, a menos de que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, situación que no se acreditó por la parte actora y de esa manera, no ameritaba la intervención del juez constitucional.

LA IMPUGNACIÓN
Dentro del término para impugnar, el señor Orlando Restrepo Vásquez, por medio de su apoderado judicial, consideró conforme a los mismos hechos y pretensiones expuestos en la demanda de tutela, que la inconformidad en contra del fallo de tutela de primera instancia, tiene como base el desconocimiento de la protección de los derechos constitucionales, como quiera que las situaciones de hecho representan un perjuicio irremediable para el señor Orlando, debido a que el juzgado accionado le vulneró los derechos fundamentales al debido proceso, el principio de legalidad, el derecho a la igualdad, el de buena fe, el de confianza legítima en el Estado, en el entendido de que no existió la debida notificación de providencias judiciales en el Sistema Penal Acusatorio. Sumado a la inaplicación del test de proporcionalidad que opera para todas las medidas cautelares en materia penal, que deben estar en consonancia con las prescripciones constitucionales, lo que en el presente asunto fue desconocido por la funcionaria accionada y en ese orden de ideas, la acción de tutela es el medio para proteger y garantizar la efectividad y goce de tales prerrogativas.
Con fundamento en sus argumentaciones solicitó se revoque la decisión de primer grado y se acceda a las idénticas peticiones esbozadas en la demanda de amparo. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario del artículo 86 de la Constitución Política de Colombia. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 1983 de 2017.
Problema Jurídico

Corresponde en esta instancia determinar si la acción de tutela es procedente para controvertir una decisión judicial y en ese sentido, dejar sin efectos la medida cautelar decretada por la Juez Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de la ciudad de Pereira, el 22 de septiembre de 2020, en la que ordenó el embargo del total del remanente que corresponde al 50% que le pertenece al señor Orlando Restrepo Vásquez, del bien identificado con la matrícula inmobiliaria 290170780, correspondiente a la Estación de Servicio la Gran Manzana Ltda, en consecuencia, se reprograme la audiencia de medida cautelar, previa notificación de la misma al señor Restrepo Vásquez. Una vez se hubiere establecido la procedencia o no de la acción, establecer si se debe confirmar, modificar o revocar el fallo de primer grado. 

Solución al Dilema Jurídico

La acción de tutela fue instituida por el Constituyente de 1991, con el fin de otorgar a los asociados un mecanismo idóneo para la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando estos resultaren vulnerados por alguna entidad estatal o por los particulares, en los casos señalados en la ley.

Dicha acción de amparo constitucional es de carácter subsidiario o supletorio, por ello, no se puede utilizar para sustituir los trámites legales ordinarios o especiales, o para variar las reglas de la competencia.  A tal conclusión se llega, al tener en cuenta que el objetivo de la acción constitucional es la protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales y según el artículo 86 de la Constitución Política el amparo es procedente “… cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” norma que expresamente dispone “… sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable
, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva.
 La idoneidad se refiere a la aptitud material del mecanismo judicial para producir el efecto protector de los derechos fundamentales, lo que ocurre cuando el medio de defensa se corresponde con el contenido del derecho, mientras que la eficacia hace alusión al hecho que el mecanismo esté diseñado de forma tal que brinde de manera oportuna e integral una protección al derecho amenazado o vulnerado.
 

Conforme a las pretensiones del accionante, debemos señalar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales es excepcional, tal como lo dijo en la sentencia T-487 del 21 de octubre de 2019, con ponencia del magistrado Carlos Bernal Pulido:

“17.  La acción de tutela procede de manera excepcional en contra de providencias judiciales. En estos casos, la Corte Constitucional ha considerado necesario que se acrediten todos los requisitos generales de procedibilidad, a saber: (i) que el caso que se discuta tenga relevancia constitucional, esto es, que involucre la posible vulneración de los derechos fundamentales de las partes; (ii) que se cumpla con el presupuesto de subsidiariedad, es decir, que al interior del proceso se hayan agotado la totalidad de los medios de defensa judicial que podía ejercer el afectado; (iii) que se cumpla el requisito de inmediatez, o sea, que la acción de tutela se instaure en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que generó la presunta vulneración de los derechos fundamentales; (iv) que se trate de una irregularidad procesal con un efecto decisivo en la providencia que se impugna, (v) que el accionante distinga de manera razonable tanto los hechos que originaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que de haber sido posible, hubiere alegado dicha vulneración en el proceso ordinario y, finalmente, (vi) que la acción interpuesta no cuestione una sentencia de tutela.
 De no acreditarse el cumplimiento de alguno de estos requisitos, la solicitud de tutela deberá declararse improcedente.
18.  Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha precisado que, además de los requisitos generales, la prosperidad de una acción de tutela contra providencia judicial está sujeta a que se acredite, al menos, uno de los siguientes requisitos o causales especiales de procedibilidad: (i) defecto material o sustantivo
; (ii) defecto fáctico
, (iii) defecto procedimental
, (iv) decisión sin motivación
, (v) desconocimiento del precedente
, (vi) defecto orgánico
, (vii) error inducido
 y (viii) violación directa de la Constitución.
” 
Revisadas las pruebas, en especial el registro de la audiencia del 22 de septiembre de 2020, y de las actuaciones que obran dentro de la foliatura, se considera por esta Corporación que no le asiste la razón al impugnante, en cuanto por esta acción de amparo constitucional deba dejarse sin efecto la medida cautelar de embargo del total del remanente que corresponde al 50% del inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria Nro. 290170780, de propiedad del señor Orlando Restrepo Vásquez, y ordenarse programar nuevamente la audiencia de solicitud de media cautelar, porque no se evidenció que tal diligencia, al haber sido celebrada sin la presencia del acusado y su defensor, constituya una vía de hecho, si se tiene en cuenta que, tal como lo indica la norma procesal penal, la medida cautelar deprecada es de índole reservado, así está preceptuado en el artículo 155 de la ley 906 de 2004, máxime que la funcionaria accionada para resolver el pedimento se ciñó a lo dispuesto en los artículos 92 y siguientes ibídem.
De otra parte, los requisitos específicos de procedencia en contra de providencias judiciales aluden a los yerros judiciales que se advierten en la decisión judicial y tornan inexorable la intervención del juez de tutela, la Corte Constitucional en la sentencia SU-116 del 8 de noviembre de 2018, los denominó “causales especiales de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales” y los explicó así:

“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.

e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

 f. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

g. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado.

h. Violación directa de la Constitución”.  

Conforme a la jurisprudencia constitucional que se ha relacionado, en este asunto específico no se cumplen los requisitos para que sea procedente la acción de amparo constitucional en contra de la decisión que profirió la Juez Primera Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de Pereira, de decretar la medida cautelar de embargo del total de los remanentes del 50%, del inmueble identificado con la matrícula inmobiliaria Nro.290170780, de propiedad del señor Orlando Restrepo Vásquez, ya que en la misma no se advierte que se configure ningún defecto -causales específicas de procedencia de tutela contra providencias judiciales-, si se tiene en cuenta que, quien profirió la decisión, era el competente -orgánico-, en el trámite de la audiencia preliminar de carácter reservado, la funcionaria accionada respetó el debido proceso -procedimental absoluto-, para decidir la juez tuvo en cuenta las pruebas aportadas por el apoderado de las víctimas dentro de la investigación que se sigue por el punible de Administración desleal, radicado bajo el Nro. 66 001 60 00 036 2017 05497 en contra del señor Restrepo Vásquez, -fáctico-, la funcionaria demandada resolvió con apego a las normas que preceptúan que el juez de garantías podrá decretar medidas cautelares sobre bienes del imputado o del acusado -sustantivo-, la decisión que profirió el juez al ordenar el embargo total de los remanentes del 50% del bien inmueble, se fundó en los derechos que le asisten a las víctimas dentro del proceso penal, es decir, no estuvo fundada en un error al que hubiera sido inducida la juez -error inducido-, la decisión de decreto de la medida cautelar rogada por el representante de la víctima fue debidamente fundamentada -decisión sin motivación-, en la misma la juez no desconoció los precedentes -desconocimiento del precedente-, ni violó la Constitución -violación directa de la Constitución-.


Consecuente con lo analizado, concluimos que no se vislumbra una vía de hecho que amenace los derechos fundamentales invocados por el actor por no cumplir los requerimientos de subsidiariedad de procedencia del amparo constitucional en contra de decisiones judiciales, máxime que  existe una investigación penal en curso en contra del señor Orlando Restrepo Vásquez, radicada con el Nro. 66 001 60 00 036 2017 05497, por el probable delito de Administración desleal, por lo que será en ese escenario procesal, ante el juez natural, donde el accionante deberá solicitar que se levante la medida cautelar decretada a favor de la víctima.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad que le otorga la Constitución Política,

FALLA

PRIMERO:  Confirmar el fallo proferido el 7 de octubre de 2020, por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, por medio del cual declaró improcedente la acción de tutela instaurada por el señor Orlando Restrepo Vásquez, por medio de apoderado judicial.

SEGUNDO: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión de conformidad con lo dispuesto por el inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

(Ausente con permiso)
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� El número esta incorrecto e incompleto.


� La jurisprudencia constitucional ha fijado los siguientes elementos para considerar cuándo se está ante la posible configuración de un perjuicio irremediable: (i) que se esté ante un perjuicio inminente o próximo a suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable.


� Sentencias T-235 de 2010. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico N° 1.2; T-627 de 2013. M.P. Alberto Rojas Ríos, fundamento jurídico Nº 6.2.1.5; T-549 de 2014. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico N° 5.1; T-209 de 2015. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado, fundamento jurídico Nº 5; T-195 de 2017. M.P. (e) José Antonio Cepeda Amarís, fundamento jurídico N° 4.3.; y T-036 de 2018. M.P. Diana Fajardo Rivera, fundamento jurídico Nº 3.1.3.


� Sentencias T-798 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, fundamento jurídico N° 4; SU-772 de 2014. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, fundamento jurídico Nº 5.2.; y T-161 de 2017. M.P. (e) José Antonio Cepeda Amarís, fundamento jurídico N° 3.3.1.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-487-19.htm" \l "_ftnref56" \o "" �[56]� Sentencias T-269 de 2018 y T-075 de 2019.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-487-19.htm" \l "_ftnref57" \o "" �[57]� Sentencias SU-448/2011, SU-424/2012 y SU-132/2013.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-487-19.htm" \l "_ftnref58" \o "" �[58]� Sentencia SU-159/2002 y SU-226/2013.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-487-19.htm" \l "_ftnref59" \o "" �[59]� Sentencia SU-215/2016.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-487-19.htm" \l "_ftnref60" \o "" �[60]� Sentencia T-709/2010.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-487-19.htm" \l "_ftnref61" \o "" �[61]� Sentencias C-083/1995, C-836/2001, C-634/2011, C-816/2011, C-818/2011 y C-588/2012.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-487-19.htm" \l "_ftnref62" \o "" �[62]� Sentencias T-929/2008 y SU-447/2011


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-487-19.htm" \l "_ftnref63" \o "" �[63]� Sentencia T-863/2013.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-487-19.htm" \l "_ftnref64" \o "" �[64]� Sentencia C-590 de 2005.
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